Santa Rosa, 06 de julio de 2015.

AUTOS Y VISTOS: El presente incidente Nº3883/1 -registro de este Tribunal-, caratulado: "PACHECO, Horacio Daniel y otros s/ Q.P. impugna S.J.P.", de la que:

RESULTA: Que con fecha 18 de marzo de 2014, el Ministerio Público Fiscal formuló acusación contra: Roberto Carlos SOSA; Carlos Osvaldo FERNANDEZ; Gastón Alejandro FERNANDEZ y Santiago ROMANO en orden al delito de robo calificado por haberse cometido en poblado y en banda (art. 167 inc.2º del C.Penal).

Que con fecha 31 de octubre de 2014 el señor Juez de Control admite la acusación contra los imputados aludidos supra.

En fecha 2 de junio de 2015, se procede a realizar ante la Audiencia de Juicio de la Segunda Circunscripción Judicial, la Audiencia de Suspensión de Juicio a Prueba, donde los señores defensores solicitan a favor de sus defendidos la aplicación de dicho beneficio, ofreciendo como reparación monetaria: a) Roberto Carlos Sosa la suma de pesos cinco mil ($5000); b) Santiago Romano la suma de pesos cinco mil ($ 5000) y c) Carlos Osvaldo Fernández y Gastón Alejandro Fernández, la suma (cada uno de ellos) de pesos cuatro mil ($ 4000) pagaderos en 8 cuotas de pesos quinientos ($ 500) cada una, considerando Fiscalía que corresponde su otorgamiento, mientras que la querella se opone a su concesión.

Que con fecha 9 de junio de 2015, la Audiencia de Juicio de la Segunda Circunscripción Judicial, Falla:

1) Suspender el juicio a prueba por el término de dos años el proceso seguido en contra de Carlos Osvaldo FERNANDEZ; Gastón Alejandro FERNANDEZ; Santiago ROMANO y Roberto Carlos SOSA, por el delito de robo agravado por haber sido cometido en poblado y en banda (Art.167 inc.2º del C.Penal) e investigado en el legajo Nº3883 caratulado: "MPF c/ Orellando Samuel Daniel; Sosa Roberto Carlos; Fernández Carlos Osvaldo; Fernández Gastón Alejandro y Romano Santiago s/ Robo calificado por haber sido cometido en poblado y en banda (Dam.Corpico) (art. 27 bis, 76 bis y 76 ter del C.P. y 27 del C.P.P.);

2) Establecer como regla de conducta a cumplir durante el término de suspensión fijado, a más de satisfacer el ofrecimiento reparatorio consistente en los montos y modalidades de pago ofrecido por cada uno de los acusados, las siguientes: a) Fijar domicilio; b) Presentarse mensualmente en sede del Ministerio Público Fiscal, c) Trabajo a favor de la comunidad durante dos horas semanales.

Que con fecha 16 de junio del corriente año, el letrado Ezequiel Marquesoni, apoderado de la parte querellante (Cooperativa Regional de Electricidad, Obras y Otros Servicios de General Pico Limitada -CORPICO-), interpone contra dicho Fallo, recurso de impugnación.

Que habiéndose establecido por Presidencia la Sala "A" de este Tribunal a los efectos de resolver el presente recurso, emitirá su voto en primer lugar el señor Juez Filinto Rebechi y luego el señor Juez Carlos Flores, y:

CONSIDERANDO:

El señor Juez Filinto Rebechi, dijo:

La competencia de este Tribunal surge de lo establecido en los arts.404 en relación con el 403 de nuestro ordenamiento procesal.

El Tribunal a-quo a los efectos de determinar la procedencia del otorgamiento de la suspensión de juicio a prueba, ha tomado en cuenta los siguientes elementos:

1) que los imputados carecen de antecedentes penales;

2) la escala penal prevista para el delito imputado (de tres a diez años de prisión) permitiría hipotéticamente la aplicación de una condena de ejecución condicional (art.26 del C.Penal);

3) existe conformidad del Ministerio Fiscal, la cual es un elementos vital para este tipo de supuestos, pues se trata de los casos previstos en el cuarto párrafo del art.76 bis del C.Penal, y

4) los acusados a través de su defensa técnica, han ofrecido reparar el daño en la medida de sus posibilidades y someterse a las reglas de conducta que le imponga el Tribunal.

Por su parte la parte querellante, basa sus agravios en:

A) Primero: Incorrecto juicio de razonabilidad sobre las pretensiones de las partes y de los acuerdos a que lleguen:

A1) En relación a la pena a aplicar a los acusados que se les otorga la suspensión de juicio a prueba:

Respecto a este tópico del primer agravio interpuesto, la parte querellante considera que el criterio del a-quo, en el sentido de que teniendo en cuenta lo expresado por Fiscalía que en caso de condena, a los imputados le correspondería una pena de ejecución condicional, resulta ser arbitrario por violación de la sana crítica racional.

Esta postura del agraviado, no es compartida por el suscripto, toda vez que como bien lo explícita el Tribunal de Audiencia, es de tener en cuenta dos circunstancias:

a) que el delito, por el cual se formuló acusación contra los imputados Roberto SOSA, Santiago ROMANO, Carlos Osvaldo FERNANDEZ y Gastón Alejandro FERNANDEZ (art.167 inc.2º del C.Penal), prevé una pena mínima de tres años de prisión y careciendo los nombrados de antecedentes penales, resulta factible legalmente la aplicación de una pena de ejecución condicional, y

b) que teniendo en cuenta el monto punitivo tomado en cuenta por Fiscalía para solicitar la aplicación de la suspensión de juicio a prueba de los acusados, es de suponer que el Ministerio Público en caso de efectuarse el correspondiente debate no solicitaría una pena más elevada.

Por otra parte es de destacar que el párrafo cuarto del art. 76 bis del C.Penal, es muy claro y preciso en el sentido de que si se dan las circunstancias que permiten dejar en suspenso el cumplimiento de la pena y existe consentimiento fiscal, el Tribunal podrá suspender la realización del juicio. Si bien es cierto que la utilización del término "podrá", podría traer aparejado que el Tribunal no conceda dicho beneficio, para negarse al mismo, se debe manifestar claramente las motivaciones que producirían esa negativa. En este sentido y teniendo en cuenta la falta de antecedentes de los acusados, el monto punitivo del delito enrostrado (que no fue discutido por ninguna de las partes) y el consentimiento fiscal para el otorgamiento de la S.J.P., es indudable que en este caso, el Tribunal de Juicio no encuentra motivación (faltando analizar la reparación del daño causado, que efectuaré más adelante) para denegar los beneficios de la probation.

A2) Le reparación del daño causado:

La querella en relación a este agravio, considera que teniendo en cuenta el monto que resultó perjudicada su mandante (CORPICO), las sumas ofrecidas por los acusados beneficiados con la suspensión de juicio a prueba, resulta exiguo y que no resulta una carga probatoria ni del acusador público ni del privado, acreditar que aquellos ofrecieron reparar el daño causado en la medida de sus posibilidades, sino que dicha carga correspondía a los solicitantes del beneficio, quienes debieron acreditar cuales eran realmente sus posibilidades económicas, conforme se los imponía el art. 76 bis párrafo 3º del C.Penal.

En este sentido, el a-quo al efectuar el análisis de la procedencia del monto reparatorio, considera que no debe centrarse tanto en la relación "monto sustraído-monto ofrecido", sino en el esfuerzo que implica en los acusados la reparación a la víctima. Agrega más adelante que la carga de la prueba en lo relacionado a si el monto ofrecido resulta acorde a las posibilidades económicas de aquellos, debe estar a cargo de la acusación -pública y privada- y las manifestaciones en este sentido de que sus labores son: dos chapistas, un trabajador rural y un comerciante monotributista, por lo que el monto ofrecido, les exigirá un esfuerzo de su parte, lo cual no se encuentra controvertida por prueba alguna.

Debemos partir de la base que este monto reparatorio del daño ocasionado, debe ser "en la medida de lo posible" (art. 76 bis párrafo tercero del C.Penal), es decir respecto a las posibilidades económicas del sujeto activo y no como reparación integral del daño ocasionado. En este último sentido, el propio legislador lo establece expresamente en el art. 76 bis párrafo tercero del C.Penal, cuando establece: "La parte damnificada podrá aceptar o no la reparación ofrecida y en este último caso, si la realización del juicio se suspendiere, tendrá habilitada la acción civil correspondiente". Es decir, que en este caso, el querellante siempre podrá reclamar lo que monetariamente considera le correspondería, en sede civil, por lo que no existiría un perjuicio en este sentido, respecto a su patrimonio.

En el caso sub-examen las manifestaciones de los acusados en el sentido de cuáles eran sus trabajos y que el monto ofrecido le producirían un esfuerzo de su parte, no se encuentran desvirtuadas. Ello teniendo en cuenta que el Ministerio Fiscal corroboró las manifestaciones de los acusados y que durante la I.F.P. no pudo probarse incremento patrimonial alguno de los implicados (tal como lo ha asentado expresamente el a-quo en su resolución).

Por otra parte, la interpretación de parte del recurrente del art.76 bis párrafo tercero del C.Penal en lo que hace a quién debe probar las posibilidades económicas de los acusados en lo que hace a la reparación del daño, si bien respetable, no es compartida por el suscripto, ya que considero (tal como lo ha manifestado el Tribunal cuya resolución es motivo de agravio), quién debe probar la reales posibilidades económicas de los acusados a los fines de determinar la razonabilidad de las mismas, resultan ser las partes acusadoras (ya sea pública o privada) y en este caso, el Ministerio Fiscal corrobora los expresado por los acusados en relación a sus reales posibilidades económicas.

Partiendo de dicha premisa, es criterio del suscripto que el monto ofrecido por Santiago ROMANO; Roberto Carlos SOSA; Carlos Osvaldo FERNANDEZ y Gastón Alejandro FERNANDEZ como reparación del daño, resulta acorde a las posibilidades económicas de los nombrados, por lo que el agravio en este sentido del recurrente, no puede prosperar.

B) Segundo agravio: El deber de agotar la vía revisora dentro de los distintos estamentos del M.P.F. y de remitir la causa al Jefe de Fiscales de la II Circunscripción Judicial conforme Resolución Nº 24/12 de la Procuración General de la Provincia:

En relación a este punto, el recurrente considera que el Fallo impugnado no haya tenido en cuenta la Resolución Nº24/12 de la Procuraduría General de la Provincia y la posibilidad que esta resolución impone de remitir las actuaciones por parte del Tribunal Colegiado al Jefe de Fiscales de la Segunda Circunscripción Judicial, para que este último dictamine si confirma o no el Dictamen del Fiscal interviniente.

La Resolución de Procuración Nº24/12 de fecha 09 de abril de 2012, establece en su punto segundo: "Establecer como criterio general de actuación la intervención del Fiscal General respectivo de aquellos legajos en los que se disponga el archivo, desestimación, reserva u otra resolución que paralice la investigación Fiscal y hubiera planteos de la víctima, damnificado y/o denunciante, a efectos de revisar la decisión adoptada" (el resaltado me pertenece).

Si analizamos los supuestos en lo que correspondería la intervención del señor Fiscal General, surge claramente que no se dan ninguno de los supuestos establecida en dicha Resolución. Así tenemos que la suspensión de juicio a prueba, no es un archivo, una desestimación ni reserva, como tampoco una resolución que paralice la investigación Fiscal, ello última teniendo en cuenta que en el legajo, ya existía "acusación", por lo que la investigación fiscal se encontraba agotada.

Teniendo en cuenta lo expresado supra, no correspondía que por parte del Tribunal que entendió en la S.J.P. se remitiera el dictamen de Fiscalía al señor Fiscal General, toda vez que no se dan los supuestos establecidos en la Resolución Nº 24/12 de Procuración para la intervención de dicho funcionario. Que ello así, el agravio del recurrente en este sentido, tampoco puede prosperar.

Por todo lo expuesto, es criterio del suscripto, que no corresponde hacer lugar al recurso de impugnación interpuesto por el letrado Ezequiel Marquesoni, apoderado del Querellante Particular en fecha 16 de junio de 2015, confirmando en consecuencia la resolución de fecha 09 de junio de 2015, dictada por la Audiencia de Juicio de la Segunda Circunscripción Judicial, por la cual suspende el juicio a prueba por el término de Dos Años a favor de Carlos Osvaldo FERNANDEZ; Gastón Alejandro FERNANDEZ; Santiago ROMANO y Roberto Carlos SOSA.

El señor Juez Carlos Flores, dijo:

Que me adhiero a los fundamentos y conclusiones a los que arriba el voto que me precede en lo que hace a los distintos agravios que delimitan el marco de avocamiento del Tribunal y entiendo correcto el mismo, por lo que voto en igual forma toda vez que a mi juicio, da las razones suficientes y necesarias para decidir correctamente el recurso incoado.

Desde esta perspectiva estimo vanas las alegaciones relativas a los reparos que le merecen al impugnante el fallo de la Audiencia de Juicio toda vez que si bien dirige sus embates a sus integrantes, a mi criterio, en el caso subexamen, han actuado conforme a derecho y ello sin perjuicio de que en casos sensibles o resonantes para una comunidad, como el que nos ocupan, podrán ser criticados por sus decisorios.

No escapará al conocimiento del agraviado que en el sistema acusatorio es el Ministerio Público Fiscal una figura de máxima relevancia toda vez que es el titular de la acción, lo cual implica que tiene a su cargo la selección de los casos que va a llevar a los Tribunales, su investigación y la acusación.

La implementación de un modelo acusatorio de persecución penal requirió un cambio sustancial en las funciones del Ministerio Público Fiscal, que lo conminan a adoptar un rol proactivo al respecto.

Es en ese carácter que los fiscales son los directores de la investigación y como encargados de la acusación deben conocer cuáles son los elementos que requieren ser probados en un eventual juicio y, consecuentemente, determinar que diligencias resultan pertinentes y necesarias para descubrir la verdad de los hechos y la determinación de sus responsables.

En suma, el Fiscal dirige, coordina la indagación y la investigación y la actividad desarrollada por la policía. Le corresponde a él verificar las circunstancias de tiempo, lugar y modo en que se cometió el ilícito.

Es por ello que, debe dar instrucciones precisas y proporcionar las directrices necesarias a la policía para que sus miembros puedan cumplir con tal delegación. Es en esa tarea que el Fiscal debe ser el supervisor y orientador de la actividad policial.

En esa etapa la actividad jurisdiccional solo se limita al control de la investigación y a tomar decisiones solo respecto a los requerimientos que el Fiscal pudiera presentar.

Y esa actividad investigativa que realiza el Fiscal constituye la actividad más importante y delicada dentro del proceso, pues de ello depende la realización del juicio, ya que es el encargado de evitar la impunidad y de velar por la seguridad jurídica.

Conforme enseña la doctrina el Fiscal, al cumplir el rol que le impuso el sistema penal acusatorio debe manejar las causas sometidas a su conocimiento con celeridad, imparcialidad, transparencia y honestidad, lo que lo ayudará para que den mejores resultados en la investigación sin mayores márgenes de error, que incidirá en pronunciamientos más justos y apegados al derecho acorde a los juicios orales-adversariales.

El ordenamiento jurídico le exige que realice, en relación con los hechos delictivos, una investigación completa, responsable y profesional. Debe asegurarse que cuenta con prueba (evidencia) veraz, competente y suficiente para someter a una persona al foro judicial.

En el caso que nos ocupa, entiendo que las graves características del delito consumado, reconocidas por la propia Fiscal interviniente -Dra. Ivana Hernández-, requerían un abordaje más completo y eficiente, y lo compelían a tener un rol más proactivo en su investigación en función de los nuevos paradigmas procesales.

No es menos cierto que advierto con honda preocupación en ésta y en otras causas judiciales que algunos operadores jurídicos intervinientes no lo hacen además con la diligencia y la celeridad que corresponde.

El creciente interés y la preocupación de la sociedad en que este tipo de ilícitos se resuelvan rápidamente y una buena administración de justicia así lo ameritan.

En efecto, no se trata aquí de suspender derechos a quienes correspondan sino de prolongar indebidamente la conclusión de los procesos.

En tal sentido no puedo obviar la reflexión formulada por el Tribunal de juicio en cuanto a que "una de las falencias del sistema procesal penal es la falta de correspondencia entre las expectativas que generan las investigaciones y los resultados que efectivamente se logran y que sería aconsejable que los operadores, en su teoría del caso y su análisis político criminal adelanten sus salidas alternativas, particularmente en el procedimiento intermedio, sin el desgaste que implica llegar hasta los umbrales mismos del juicio oral, para después frustrarlo".

Téngase en cuenta que el hecho aquí investigado ocurrió el 09 de enero de 2012 y que el 09 de junio de 2015 la Fiscal interviniente acordó con los acusados la suspensión del proceso a prueba por el término de dos años y prestó conformidad con las ofertas reparatorias realizadas por éstos.

Reiteradamente escuchamos que una de las razones por las cuales los ciudadanos no confían en la justicia tienen que ver con que no resulta claro cuáles son las formas de actuación de los funcionarios judiciales.

Debemos reconocer que si bien el cambio del actual sistema acusatorio es superador del antiguo modelo inquisitivo, todavía tenemos un sistema de persecución penal ineficiente, la víctima la mayoría de las veces esta desprotegida y no tiene una protección afectiva. 

Este proceso requiere un cambio de mentalidad de todos los operadores judiciales. No debemos olvidar que en un sistema acusatorio "los jueces conocen" (examinan) lo que los fiscales les "requieren" para luego "decidir". En consecuencia, "les está vedado a los jueces actuar si previamente los fiscales no promueven su intervención" (Gil Lavedra Ricardo, "Legalidad vs. Acusatorio" en Cuadernos de Doctrina y Jurisprudencia, año 3, Ed. Ad-Hoc, Bs. As., pág. 834).

En la medida que cada uno de los funcionarios y magistrados cumplamos con el rol que nos asigna el nuevo sistema penal acusatorio lograremos mejores resultados en la investigación, sin márgenes de error y que sin dudar incidirá en pronunciamientos más justos y apegados a derecho y que es lo que la sociedad nos reclama.

Sin perjuicio de estas disquisiciones, en el caso que nos ocupa, considero debe desestimarse el recurso interpuesto por la querella y confirmar la resolución dictada por la Audiencia de Juicio de fecha 09 de junio de 2015.

Por ello, la Sala "A" del Tribunal de Impugnación Penal,

RESUELVE:

1.-) NO HACER LUGAR al recurso de impugnación interpuesto por el representante del Querellante Particular -abogado Ezequiel Marquesoni- en fecha 16 de junio del corriente año, CONFIRMANDO en consecuencia la resolución de fecha 09 de junio del corriente año, mediante la cual la Audiencia de Juicio de la Segunda Circunscripción Judicial hizo lugar a la suspensión de juicio a prueba por el término de dos años en favor de Carlos Osvaldo Fernández, Gastón Alejandro Fernández, Santiago Romano y Roberto Carlos Sosa.

2.-) NOTIFÍQUESE. PROTOCOLÍCESE, conforme práctica. Oportunamente, REMÍTASE a la Oficina Judicial de la Segunda Circunscripción Judicial, supliendo ésta de atenta nota de estilo. CÚMPLASE.

